
Distinción conferida al doctor Antonio Can;ado Trindade 
- Palabras del Rector de la Pontificia Universidad Católica del Perú -

Señoras y señores: 

La doctrina de los derechos humanos, y el movimiento mundial que los 

promueve y defiende, constituyen una de las conquistas más significativas de 

la época contemporánea, un contraste esperanzador en una era signada por 

atropellos y abusos de unas personas contra otras, así como por la violencia 

que muchos Estados - plenos de poderes y prerrogativas - ejercen 

cotidianamente contra los ciudadanos cuyos deberes deberían proteger. 

Las marcas de esa violencia las encontramos diseminadas a lo largo y 

ancho del mundo, materializadas ya sea en repudiables dictaduras y gobiernos 

autoritarios o en movimientos que, a contracorriente del Estado, buscan 

inducir cambios sociales empleando métodos de violencia. El orden y el 

cambio, la conservación del régimen establecido o su transformación radical, 

fines que en sí mismos pueden ser válidos según las circunstancias específicas, 

devienen ilegítimos sin atenuantes cuando, en sus medios de lucha, adoptan la 

decisión de ignorar los derechos inalienables de todo ser humano y, en lugar 



de ello, hacen de la sevicia un método y a veces, incluso, la convierten en la 

oculta finalidad de sus actos de gobierno o de insurrección. 

No obstante, si ése ha sido el derrotero seguido en muchas ocasiones 

por los poseedores del poder o de la fuerza, nuestra era ha encontrado 

también, como he mencionado, motivos para la esperanza de un mundo más 

justo y pacífico, más acorde con las promesas genuinas de la modernidad y de 

la razón, por un lado, y más congruente, por el otro, con el mandato 

trascendental de los grandes credos practicados por los hombre de fe en las 

más diversas latitudes del mundo. La defensa de los derechos humanos es, 

desde tal perspectiva el triunfo sobre la sinrazón y sobre el desenfreno del 

poder y de la fuerza bruta y constituye, asimismo, el ejemplo más elocuente de 

cómo las personas, apoyadas en el solo poderío de una razón ética y justiciera, 

pueden enfrentarse, y en ocasiones prevalecer, sobre las tendencias más 

sombrías de los poderes fácticos constituidos. 

En nuestro lado del mundo, tenemos sobradas razones para observar con 

expectativa, con admiración y con ilusiones esa doctrina y ese movimiento 

humanizadores a los que me refiero. 



Ciertamente, América Latina es, todavía y por desgracia, una región 

expuesta a la barbarie del poder. Así quedó demostrado en diversas naciones 

en las décadas finales del siglo XX, pródigas en dictaduras férreas, 

desconocedoras de todo límite para el ejercicio de la opresión, dictaduras que, 

como la padecida por la Argentina, hicieron incluso un nefasto aporte al 

catálogo de los crímenes del poder con la divulgación de la categoría -

aberrante, en ella misma - de la desaparición de personas. Así, también, se 

hizo patente de manera dolorosa e inapelable en nuestro país con las dos 

décadas de desenfreno homicida del autodenominado Partido Comunista del 

Perú Sendero Luminoso y con la respuesta, en muchas ocasiones, no menos 

cruenta, de las fuerzas armadas, autorizadas y encubiertas por autoridades 

electas que casi nunca supieron honrar con plenitud su condición, su 

obligación, de ser gobernantes democráticos. 

Pero es justamente esa pertinacia de la brutalidad del poder la que nos 

hace reconocer con mayor admiración y gratitud a esos hombres y mujeres de 

recta conciencia que, desde diversos ámbitos - la docencia, la escritura, los 

foros judiciales, la acción cívica - luchan día a día por contradecir una 

realidad tercamente inhumana e instaurar, caso por caso, como quien disputa 

tierras fértiles al desierto, la paz y la justicia en nuestros países. 



* * * * * 

Nos reummos hoy, precisamente, para celebrar la trayectoria de un 

intelectual que desde hace años libra, con rectitud y brillantez reconocidas en 

todo el mundo, una ejemplar batalla por la defensa de los derechos humanos: 

el doctor Antonio Carn;ado Trindade, hombre de derecho, maestro 

universitario, pensador y magistrado, a quien nos enorgullece recibir en 

nuestro claustro para otorgarle la más alta distinción académica, el doctorado 

honoris causa. 

Seria ocioso reseñar aquí la rica trayectoria profesional e intelectual del 

doctor Can<;ado Trindade; sería, también, impertinente, pues su trayectoria en 

el campo de los derechos humanos en América - el camino que él ha recorrido 

y el que ha ayudado a ensanchar y afirmar -es justamente reconocido por 

todos quienes se encuentran comprometidos con la protección de los derechos 

fundamentales en nuestro continente. Baste decir que el suyo es un quehacer 

versátil, que no comprende una sino muchas hebras y que en todas ellas - y 

me animo a destacar las de la docencia, la investigación y la jurisprudencia -

ha sabido dejar una marca, un sello personal que es el del pensamiento 

profundo y creativo, acompañado por la valentía para defender convicciones 

4 Jd 



morales en un campo muchas veces asediado por el desconocimiento y la 

intolerancia. 

La defensa de los derechos humanos no es, sm embargo, tarea 

solamente de personas, sino también de instituciones. Ellas, con su carácter 

permanente, con su apego a principios perdurables, no sujetos a los caprichos 

de las circunstancias, son las llamadas a obrar cambios duraderos en nuestras 

sociedades, a sembrar en ellas la semilla de una cultura diferente, a propiciar 

una actitud colectiva orientada a la consideración de la vida humana y su 

dignidad como un bien absoluto que nunca, bajo ninguna consideración, ha de 

ser puesto en entredicho. 

El doctor Carn;ado Trindade lo sabe bien y lo testimonia en su obrar. 

Por eso, hablar de su trayectoria, hoy, equivale también, necesariamente, a 

referimos a la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de la cual es juez 

desde el año 1994 y presidente desde el año 1999. 

Sería imposible resumir en unas pocas líneas la significación de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos en la historia contemporánea de 

América Latina. Baste decir que ella - o para decirlo con más propiedad - el 



acatamiento de nuestros Estados a su jurisdicción, constituye un elemento 

indispensable para la maduración de nuestras democracias, que han de pasar 

de ser sistemas de competencia para la alternancia pacífica y legal en el poder 

a convertirse en genuinos regímenes de Estado de Derecho. Esto es, sistemas 

de gobierno en los que la primera y básica prueba de legitimidad y de validez 

del poder político sea el respeto y la garantía de los derechos de los 

ciudadanos, y entre ellos, esos derechos fundamentales que son inseparables 

de nuestra simple y esencial condición de seres humanos. Institución 

penetrada de valores superiores, la Corte constituye la expresión más plena de 

un compromiso, aquel que señala las pautas fundamentales que deben regir 

los comportamientos de las personas y de los Estados cuando lo que se halla 

en juego en la naturaleza más íntima de lo humano. 

No es fácil, casi diríamos no es natural, que el poder constituido acepte 

limitaciones a sus prerrogativas. Por ello, uno de los signos más distintivos de 

una civilización que madura en humanidad y en racionalidad es esa 

autolimitación del poder, una de cuyas manifestaciones es la aceptación de 

una autoridad supranacional que los Estados se sienten obligados a acatar por 

la sola fuerza de los principios que ellos, libre y soberanamente, asumen y 



profesan y que se han comprometido a cumplir ante otras naciones y, antes 

que ello, ante sus ciudadanos. 

Un compromiso semejante - un compromiso de humanidad - es el que 

vincula a las naciones de este hemisferio entre sí y a cada una con la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos. Ella posee, por lo tanto, la singular y 

trascendental función de ser guardiana y garante del comportamiento 

civilizado de nuestros Estados frente a sus ciudadanos. Y si puede cumplir ese 

papel, ello no obedece únicamente a la soberana aceptación de los países que 

convoca sino también, en una medida que debe ser justamente ponderada, a la 

legitimidad activa, real, viva que le ofrecen las cualidades personales, éticas e 

intelectuales de sus magistrados, de los cuales el doctor Can�ado Trindade es 

un ejemplo elocuente. 

Ya lo sabemos: la autolimitación del poder, el acatamiento por parte de los 

gobiernos de una autoridad moral y jurídica superior, no es cuestión que deje de 

suscitar incomodo, aun cuando esa autoridad haya sido aceptada soberanamente. Tal 

obediencia requiere, además de un equilibrado sistema de reglas y sanciones, cierta 

decantación institucional y cultural, y también, desde luego, la existencia, en la 
�-,, 

conducción de los gobiernos, de personas con sentido del honor, respetuosas de la 

palabra empeñada por sus Estados y, sobre todo, capaces de entender que los 



ciudadanos que les otorgan el poder, que les conceden el privilegio de gobernar, no 

son sus súbditos sino, en rigor, sus mandantes. 

Desafortunadamente, doctor Carn;ado, al hablar hoy de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos los peruanos no podemos dejar de 

recordar lamentables episodios protagonizados por nuestro Estado durante la 

dictadura corrupta y violadora de derechos humanos que padeció nuestro país 

durante la década pasada. Me refiero, desde luego, a la imprudente, 

antijurídica e inmoral decisión del gobierno del ingeniero Alberto Fujimori de 

retirar al Perú de la competencia contenciosa de la Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, decisión adoptada en contra de nuestra tradición de 

Estado respetuoso de sus compromisos internacionales, y que pecando de 

arbitrariedad e ignorancia, pretendió de desconocer la adhesión de nuestro país 

a significativos avances en la protección internacional de los derechos 

humanos. 

No podemos sino reiterar, hoy, a manera de público desagravio, nuestro 

repudio a la grosera forma en que funcionarios y asesores de aquel gobierno -

algunos de ellos profesionales hasta entonces destacados y dignos de respeto,­

se avinieron a producir apresurados sofismas, cuando no acudieron al insulto, 



para restar valor a ese compromiso jurídico y moral del Perú con el sistema 

interamericano de defensa de los derechos humanos. A los magistrados de la 

Corte, incomprendidos y denostados deseo expresarles, en su persona, doctor 

Canc;ado, nuestro público reconocimiento y pedirle les transmita el 

sentimiento de honda satisfacción que vive hoy el Perú al haber restaurado de 

manera plena sus vínculos con la Corte Interamericana, tema que era cuestión 

de honor para nuestra democracia. 

Sería una grave omisión no mencionar, por cierto, el significativo papel 

desempeñado por el doctor Canc;ado Trindade, en su condición de magistrado 

de la Corte Interamericano, en el restablecimiento del sistema democrático en 

el Perú. Si ese sistema se define no solamente por la existencia de comicios 

libres, sino también y esencialmente por el respeto de la ley por parte de los 

ciudadanos y los poderes constituidos, es indudable que nuestro homenajeado 

posee un lugar de notoriedad en nuestra permanente lucha por la afirmación de 

la democracia. Hay que recordar, al respecto, la trascendental sentencia de la 

Corte respecto de los crímenes ocurridos en Barrios Altos, pronunciamiento 

que - no es exagerado decirlo - puso fin a un ciclo de impunidad 

incompatible con una Nación democrática. Asimismo, es justo recordar su 

destacable actuación en los casos relativos a la arbitraria destitución de los 
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magistrados del Tribunal Constitucional y otros más vinculados todos con el 

ineludible deber del Estado peruano de respetar sus propias leyes y los 

estándares internacionales de legalidad asumidos como propios por los 

peruanos en ejercicio de su libertad y su soberanía. 

* * * * * 

Desde luego, es pronto - demasiado pronto - para declarar ganada la 

batalla por los derechos humanos en el Perú y en América Latina. Hemos dado 

pasos de honda significación en la construcción de ese sistema de protección 

interamericano. Pero necesitamos, aún, que la defensa de los derechos 

fundamentales se haga una sola sustancia con nuestra cultura, con nuestros 

hábitos, que se convierta por tanto en ingrediente común y cotidiano, de las 

relaciones de nuestros Estados con sus ciudadanos y de los ciudadanos entre 

sí. Esa cultura tiene todavía que robustecerse y junto con ella debe hacerse 

más vivo y espontáneo el rechazo de las autoridades y de la población a toda 

forma de maltrato que lesione la dignidad de las personas. Hay pues por 

delante un trabajo arduo que tenemos que realizar con ese fin. Y aquí en el 

Perú están los resultados de la Comisión de la Verdad y Reconciliación para 

recordárnoslo permanentemente. 
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Y sin embargo, a pesar de lo mencionado es mucho el terreno ya 

conquistado y, sobre todo, es grande y creciente el compromiso con la causa 

de los Derechos Humanos. Sabemos que no es sencillo ser fieles servidores de 

ella. Se requiere, para eso, no solamente lucidez intelectual, sino también 

valentía para afrontar las mil incomprensiones que ella suscita e incluso los 

riesgos palpables que nacen de la intolerancia de quienes, huérfanos de 

razones, tienen sin embargo la fuerza de su lado. 

Y son precisamente lucidez y valentía los atributos que encontramos de 

sobra en usted, doctor Carn;ado, ellos se expresan en su diaria ejecutoria con el 

vigor de una fuerza singular : la fuerza de la verdad y la de los principios de 

legalidad y humanitarismo, valores que usted ha sabido hacer avanzar con sus 

lecciones como maestro universitario, con sus escritos que son una 

prolongación de esa misma pasión por la enseñanza y con sus 

pronunciamientos judiciales, que constituyen al mismo tiempo docencia 

jurídica y cívica. Por todo ello, y porque lo consideramos, por afinidad ética y 

espiritual, un amigo cercano de esta Casa de Estudios, constituye para mi una 

honda satisfacción otorgarle en nombre del claustro el título de doctor honoris

causa de la Pontifica Universidad Católica del Perú. 
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Salomón Lemer Pebres 

Rector 

Lima, 18 de Noviembre del 2003 
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